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N/REF:   DGT-SGON-066YMC 

ASUNTO: Consulta sobre bonificación de la formación profesional para el empleo.  

DESTINATARIO: Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal  

Con fecha de 13 de febrero de 2026 se recibe en la Subdirección General de Ordenación 

Normativa consulta procedente de la Dirección General del Servicio Público de Empleo 

Estatal (SEPE) solicitando informe sobre si la formación que las empresas deben impartir 

obligatoriamente a las personas trabajadoras en virtud de cualquier tipo de norma —como 

pueden ser la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos laborales 

(LPRL), o el Reglamento de Seguridad Privada o un convenio colectivo— puede incluirse 

en la modalidad de la formación programada prevista en la Ley 30/2015, de 9 de 

septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el empleo en 

el ámbito laboral, y en su normativa de desarrollo. 

 

En respuesta a dicha petición, en el ámbito de las competencias de ordenación y 

desarrollo de las relaciones laborales individuales y colectivas que tiene atribuidas esta 

unidad en virtud del artículo 3.2.b) del Real Decreto 502/2024, de 21 de mayo, por el que 

se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Economía Social, 

se informa de cuanto sigue: 

 

1. CONSIDERACIONES PREVIAS. 

 

Si bien se comprende la preocupación del SEPE por las distintas interpretaciones dadas 

por actas de infracción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, el presente informe 

no puede detenerse en el cuestionamiento ni valoración de las mismas, en tanto que la 
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revisión del contenido de las actas de infracción compete, en este orden, al inspector que 

visase el acta —cuando se dé esta circunstancia—, al órgano instructor del procedimiento, 

a los órganos que deban resolver el procedimiento —incluidos sus recursos 

administrativos— y, en último caso, a las jurisdicciones social o contencioso-administrativa 

—en función del contenido del acta—, como exhaustivamente desarrollan el Real Decreto 

928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general sobre 

procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para 

los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social; la Ley 29/1998, de 13 de 

julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa; y Ley 36/2011, de 10 de 

octubre, reguladora de la jurisdicción social.  

 

Sobre el contenido de las actas de infracción también se recuerda que, 

independientemente de las vías de recurso que procedan, operan la independencia y la 

autonomía técnica y funcional del funcionario actuante que reconocen expresamente los 

artículos 3 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social, y 24 del Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, por el que 

se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo 

y Seguridad Social. Esta autonomía, no obstante, «no exime al inspector de […] los 

controles que se establezcan en cuanto a […] adecuación de su actuación a las normas, 

criterios e instrucciones aplicables», si bien el dictado de estos criterios e instrucciones 

compete exclusivamente al Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 

como señala el Real Decreto 192/2018, de 6 de abril, por el que se aprueban los estatutos 

del Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

Además, una interpretación general y alejada de la concreta resolución de casos 

particulares, tal como la que el Real Decreto 502/2024, de 21 de mayo, atribuye a esta 

unidad, impediría la valoración del resultado de actuaciones inspectoras concretas, cuyas 

situaciones particulares se desconocen.  

 

Es por todo ello por lo que el presente informe se articulará sobre algunos de los 

argumentos principales expuestos por el SEPE. 
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2. NATURALEZA Y FINES DE LA FORMACIÓN PARA EL EMPLEO. 

 

Sentado lo anterior, se tiene que la formación para el empleo es una clase de política de 

activación para el empleo que aparece en el artículo 12.4.b) de la Ley 3/2023, de 28 de 

febrero, de Empleo. Dicha formación tiene como marco normativo la Ley 30/2015, de 9 de 

septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el empleo en 

el ámbito laboral; el Real Decreto 694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla la Ley 

30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional 

para el Empleo en el ámbito laboral; y la Orden TAS/2307/2007, de 27 de julio, por la que 

se desarrolla parcialmente el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula 

el subsistema de formación profesional para el empleo en materia de formación de 

demanda y su financiación, y se crea el correspondiente sistema telemático, así como los 

ficheros de datos personales de titularidad del Servicio Público de Empleo Estatal. Se 

tratan, todas ellas, de normas específicamente centradas en el ámbito de las políticas de 

empleo que, por aplicación de la Ley de Empleo y del Real Decreto 502/2024, de 21 de 

mayo, recaen dentro del ámbito competencial del SEPE. 

 

El artículo 2 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, enuncia los fines de la formación 

profesional para el empleo, siendo estos: «[f]avorecer la formación a lo largo de la vida de 

los trabajadores desempleados y ocupados para mejorar sus competencias profesionales 

y sus itinerarios de empleo y formación, así como su desarrollo profesional y personal», 

«[c]ontribuir a la mejora de la productividad y competitividad de las empresas», «[a]ender 

a los requerimientos del mercado de trabajo y a las necesidades de las empresas, 

proporcionando a los trabajadores las competencias, los conocimientos y las prácticas 

adecuados», «[m]ejorar la empleabilidad de los trabajadores, especialmente de los que 

tienen mayores dificultades de mantenimiento del empleo o de inserción laboral», 

«[p]romover que las competencias profesionales adquiridas por los trabajadores, tanto a 

través de procesos formativos como de la experiencia laboral, sean objeto de 

acreditación» y «[a]cercar y hacer partícipes a los trabajadores de las ventajas de las 

tecnologías de la información y la comunicación, promoviendo la disminución de la brecha 

digital existente, y garantizando la accesibilidad de las mismas». 
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En relación con ello, el artículo 8.2, párrafo primero, de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, 

define la formación profesional para el empleo como el conjunto de modalidades previstas 

en el artículo 8.1 y establece que:  

 

«Las iniciativas de formación profesional para el empleo a que se refiere el apartado 

anterior, así como las acciones formativas que las integran, estarán dirigidas a la 

adquisición, mejora y actualización permanente de las competencias y 

cualificaciones profesionales, favoreciendo la formación a lo largo de toda la vida de 

la población activa, y conjugando las necesidades de las personas, de las empresas, 

de los territorios y de los sectores productivos.» 

 

A continuación, en el párrafo segundo del mismo artículo 8.2 se establecen determinados 

requisitos tanto para la formación programada por las administraciones públicas como 

para la programada por las empresas. Respecto a esta última, se prevé que:  

 

«En la formación programada por las empresas, las acciones formativas estarán 

sujetas a una duración mínima de dos horas. En cualquier caso, no tendrán la 

consideración de acciones formativas las actividades de índole informativa o 

divulgativa cuyo objeto no sea el desarrollo de un proceso de formación.» 

 

Esta digresión sobre la naturaleza de la finalidad de la formación profesional para el 

empleo resulta procedente para matizar un razonamiento del SEPE que podría 

considerarse demasiado desbordante de lo que el legislador previó para esta clase de 

formación. El SEPE indica que «Toda la formación obligatoria laboral en sus diversos 

sectores (PRL, seguridad privada, etc.) tiene como finalidad la adquisición, mejora y 

actualización permanente de las competencias y cualificaciones profesionales de los 

trabajadores formados, favoreciendo su formación a lo largo de la vida de la población 

activa, que es, precisamente, lo que define el núcleo del Sistema de la FPE regulado por 

la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación 

Profesional para el empleo en el ámbito laboral». Si bien nada puede decirse sobre que 
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toda formación mejore la cualificación de los trabajadores y, con ello, su empleabilidad 

presente y futura, puede resultar excesivo considerar que, debido a esto, toda formación 

pueda ser objeto de bonificación como política activa de empleo pues, de querer el 

legislador que operase esta sencilla equivalencia, no se habría detenido a perfilar, 

precisamente, lo que supone una política activa de empleo bonificable, sino que habría 

plasmado la voluntad de que toda formación siempre fuese bonificable en algún precepto 

de las normas de empleo. 

 

Respecto de la financiación de la formación profesional para el empleo, el artículo 6.1 de 

la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, prevé que:  

 

«El sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral se 

financiará con los fondos provenientes de la cuota de formación profesional que 

aportan las empresas y las personas trabajadoras, de conformidad con lo establecido 

en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio, así como con las 

aportaciones específicas establecidas en el presupuesto de la Agencia Española de 

Empleo y con los fondos propios que las Comunidades Autónomas puedan destinar 

en el ejercicio de su competencia. Igualmente, las acciones del sistema de formación 

profesional para el empleo podrán ser objeto de cofinanciación a través del Fondo 

Social Europeo o de otras ayudas e iniciativas europeas. 

 

De la misma manera, y al objeto de garantizar la universalidad y sostenimiento del 

sistema, este se podrá financiar con cuantas cotizaciones por formación profesional 

pudieran establecerse a otros colectivos beneficiarios en la Ley de Presupuestos 

Generales del Estado de cada ejercicio.» 

 

A continuación, en el apartado artículo 6.5 se alude a la aplicación de dichos fondos 

mediante diversas formas de financiación. A efectos de esta consulta, resulta relevante lo 

dispuesto en la letra a) del artículo, en el que se establece que:  

«5. En la aplicación de los fondos de formación profesional para el empleo señalados 

en el apartado 1, se utilizarán las siguientes formas de financiación: 
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a) Bonificaciones en las cotizaciones empresariales a la Seguridad Social, que no 

tendrán carácter subvencional. Se aplicarán a la formación programada por las 

empresas para sus trabajadores y trabajadoras y a los permisos individuales de 

formación.» 

 

En particular, y dado que la consulta se plantea respecto de la «formación programada 

por las empresas para sus trabajadores y trabajadoras», solo puede decirse que tendrá 

carácter bonificable cuando resulte de aplicación el precepto indicado.   

 

4. SIGNIFICADO DEL TÉRMINO INICIATIVA. 

 

El artículo 8 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, bajo la rúbrica «Iniciativas de 

formación profesional para el empleo», establece las distintas modalidades de formación 

profesional para el empleo. Entre estas modalidades se encuentran la «formación 

programada por las empresas para sus trabajadores», que puede encuadrarse tanto en la 

letra a) como en algunas iniciativas de las letras b) y c). Es el propio artículo el que define 

«iniciativa de formación» como cada una de las «modalidades de formación profesional 

para el empleo dirigidas a dar respuesta inmediata a las distintas necesidades individuales 

y del sistema productivo». Teniendo en cuenta el tenor literal del precepto, la norma utiliza 

la expresión «iniciativa de formación» con el significado de «modalidad de formación». Es 

decir, la norma establece una equivalencia conceptual entre ambos términos —iniciativa 

y modalidad—, configurando una definición legal de «iniciativa de formación» e 

identificándola con cada modalidad de formación profesional para el empleo. En este 

sentido, el artículo 9 de la misma ley, relativo a la formación programada por las empresas, 

demuestra dicha interpretación, ya que no emplea el término «iniciativa» como derecho o 

acto de ejercer el derecho de hacer una propuesta (principales acepciones del Diccionario 

de la Lengua Española), sino como forma de referirse a la modalidad de formación de que 

se trate. Por ejemplo, en el artículo 9.3 de la ley se prevé que: «En ambos supuestos, la 

empresa deberá comunicar el inicio y finalización de las acciones formativas programadas 

bajo esta iniciativa ante la Administración», utilizando la palabra «iniciativa» como 

sinónimo de «modalidad». La clarificación del término iniciativa y su equivalencia con 
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modalidad, más que con el derecho discrecional de poder llevar algo a cabo se ha traído 

por ser una cuestión que expone la consulta del SEPE. 

 

5. EFECTOS DE QUE LA FORMACIÓN SEA OBLIGATORIA. 

 

El artículo 9 de la 30/2015, de 9 de septiembre, establece las características de la 

formación programada por las empresas, entre las que cabe destacar las siguientes: «Las 

acciones formativas programadas por las empresas deberán guardar relación con la 

actividad empresarial. Estas acciones se desarrollarán con la flexibilidad necesaria en sus 

contenidos y en cuanto al momento de su impartición para atender las necesidades 

formativas de la empresa de manera ágil y ajustar las competencias de sus trabajadores 

a los requerimientos cambiantes»; «Las empresas podrán organizar la formación de sus 

trabajadores por sí mismas, así como impartir la formación empleando para ello medios 

propios o bien recurriendo a su contratación»; «En el caso de grupo de empresas, la 

formación se podrá organizar de forma independiente por cada una o agrupándose 

algunas o todas ellas. En el caso de agruparse, cualquiera de las empresas del grupo 

podrá organizar la formación de los trabajadores del grupo por sí misma, así como impartir 

la formación empleando para ello medios propios o bien recurriendo a su contratación»; y 

«Cuando el trabajador pueda realizar las acciones formativas dirigidas a la obtención de 

la formación profesional para el empleo en el marco de un plan de formación desarrollado 

por iniciativa empresarial o comprometido por la negociación colectiva, se entenderá 

cumplido, en todo caso, el derecho del trabajador al permiso retribuido de veinte horas 

anuales de formación profesional para el empleo, reconocido en el artículo 23.3 del texto 

refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 1/1995, de 24 de marzo». Por último, si bien el Real Decreto 694/2017, de 3 

de julio, no desarrolla ninguno de los requisitos anteriores, la Orden TAS/2307/2007, de 

27 de julio, sí lo hace para algunos en su artículo 10, que señala que «Se entiende por 

acción formativa la dirigida a la adquisición y mejora de las competencias y cualificaciones 

profesionales de los trabajadores, pudiéndose estructurar en varios módulos formativos 

con objetivos, contenidos y duración propios, sin que la misma pueda con carácter general 
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ser inferior a 6 horas lectivas», a lo que se debe añadir que, por conexión con su artículo 

20, la formación debe estar acreditada.  

 

Teniendo claro lo anterior, no es menos claro que entre los requisitos exigidos por la Ley 

30/2015, de 9 de septiembre, y por la Orden TAS/2307/2007, de 27 de julio, no se 

encuentra el que las acciones formativas sean voluntarias para las empresas. En otras 

palabras, la normativa reguladora no establece expresamente que las acciones formativas 

obligatorias queden excluidas de la «formación programada por las empresas», según lo 

definido en los artículos 8.1.a), 8.2 y 9 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre. Por tanto, 

lo que corresponde valorar, tanto para la formación voluntaria como obligatoria, es si 

concurren las notas definitorias de dicha formación y de su bonificación. Negar de manera 

automática el carácter bonificable de las acciones formativas que la empresa realiza 

cuando dicha realización responda al cumplimiento de una obligación podría implicar la 

exclusión de la bonificación de aquellas acciones que, pese a su obligatoriedad, cumplan 

con la finalidad y las características establecidas en la normativa reguladora. Entre otras 

consecuencias indeseadas, podrían verse perjudicadas las formaciones obligatorias 

previstas en convenios colectivos, lo que podría incluso entenderse contrario a lo 

dispuesto en el artículo 3 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, que atribuye un papel 

primordial a la negociación colectiva y al diálogo social como instrumentos esenciales para 

garantizar un sistema de formación eficaz, orientado a satisfacer las necesidades reales 

de las empresas y de las personas trabajadoras. 

 

La —indebida, a juicio de esta unidad— consideración de que la formación obligatoria no 

pueda ser bonificable se encuentra conectada con otro requisito que suele exigirse —

también dudosamente, como se verá— a la formación bonificable, que es el que no dé 

lugar a permisos del artículo 23 del Estatuto de los Trabajadores. 

 

6. POSIBLES CONEXIONES CON EL PERMISO DE FORMACIÓN DEL ARTÍCULO 23 

DEL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES. 

 

El artículo 23.3 del Estatuto de los Trabajadores dispone lo siguiente: 
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«Los trabajadores con al menos un año de antigüedad en la empresa tienen derecho 

a un permiso retribuido de veinte horas anuales de formación profesional para el 

empleo, vinculada a la actividad de la empresa, acumulables por un periodo de hasta 

cinco años. El derecho se entenderá cumplido en todo caso cuando el trabajador 

pueda realizar las acciones formativas dirigidas a la obtención de la formación 

profesional para el empleo en el marco de un plan de formación desarrollado por 

iniciativa empresarial o comprometido por la negociación colectiva. Sin perjuicio de 

lo anterior, no podrá comprenderse en el derecho a que se refiere este apartado la 

formación que deba obligatoriamente impartir la empresa a su cargo conforme a lo 

previsto en otras leyes. En defecto de lo previsto en convenio colectivo, la concreción 

del modo de disfrute del permiso se fijará de mutuo acuerdo entre trabajador y 

empresario.» 

 

El precepto alude específicamente al derecho de las personas trabajadoras a un permiso 

retribuido de veinte horas anuales de formación profesional para el empleo, especificando 

los supuestos en los que dicho derecho se entenderá cumplido —cuando la persona 

trabajadora pueda realizar las acciones formativas dirigidas a la obtención de la formación 

profesional para el empleo en el marco de un plan de formación desarrollado por iniciativa 

empresarial o comprometido por la negociación colectiva— y cuando no —la formación 

que deba obligatoriamente impartir la empresa a su cargo conforme a lo previsto en otras 

leyes—. Respecto a este último supuesto, el precepto señala literalmente: «no podrá 

comprenderse en el derecho a que se refiere este apartado», de lo que se desprende que 

el tiempo dedicado a la formación que deba obligatoriamente impartir la empresa a su 

cargo conforme a lo previsto en otras leyes no computa a efectos del permiso. Por su 

ubicación en el ordenamiento jurídico y por su literalidad, la exclusión se debe aplicar 

únicamente a efectos del derecho al permiso, no debiendo condicionar la calificación de 

la formación como bonificable o no bonificable.  

 

Así, la vertiente doctrinal que defiende que la formación obligatoria no puede ser objeto 

de bonificación en el marco de la formación profesional para el empleo, suele sustenta su 
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razonamiento, también, en la exigencia de no aplicación del artículo 23 del ET, en  lo que 

parecería una confusión de dos derechos que recaen sobre sujetos distintos y que aluden 

a distintas cuestiones: un permiso formativo para la persona trabajadora —es decir, que 

el tiempo dedicado a la formación se considere tiempo de trabajo retribuido— y un derecho 

empresarial a bonificarse las acciones formativas —es decir, que la empresa impute a una 

ayuda pública económica el coste de la formación—. Cada uno de estos derechos tiene 

su propia regulación y, como tal, requieren de un análisis separado. 

 

Por una parte, el ordenamiento jurídico y, en particular, el artículo 23.3 del Estatuto de los 

Trabajadores reconoce un derecho a un permiso retribuido de 20 horas anuales a emplear 

en formación profesional para el empleo. Este permiso podrá ser utilizado mediante la 

realización de las modalidades de formación profesional para el empleo o iniciativas de 

formación recogidas en el artículo 8.1 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre. Cabe 

recordar que estas iniciativas de formación no se limitan a la formación programada por 

las empresas ni a los permisos individuales de formación, sino que comprenden el derecho 

a participar en las acciones formativas incluidas en la oferta formativa de las 

administraciones competentes para trabajadores ocupados. Ahora bien, la limitación que 

introduce el precepto relativa a la no inclusión de formaciones obligatorias no significa que 

estas acciones formativas no sean bonificables, sino que no pueden redundar en una 

disminución del permiso retribuido de 20 horas anuales de formación a que se tiene 

derecho. Es decir, lo que se pretende con esa limitación es que la persona trabajadora 

tenga un permiso retribuido adicional a cualesquiera derechos y obligaciones formativos. 

Por otra parte, el derecho de la empresa a bonificarse acciones formativas viene 

determinado por la normativa reguladora de la formación profesional para el empleo. Esta 

normativa difiere de la reguladora de la formación prevista en otras leyes —como la LPRL 

o la normativa de seguridad privada—. Cada norma establece, respecto de la formación a 

la que alude, unos objetivos, contenido, impartidores y requisitos distintos, pero ello no 

impide que, si se cumplen simultáneamente los requisitos previstos en más de una 

normativa, los beneficios —ya sean permisos, ya sean bonificaciones— puedan aplicarse 

conjuntamente.  
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El artículo 57 del Reglamento de Seguridad Privada, aprobado por Real Decreto 

2364/1994, de 9 de diciembre, regula la formación permanente, disponiendo lo siguiente:  

 

«1. Al objeto de mantener al día el nivel de aptitud y conocimientos necesarios para 

el ejercicio de las funciones atribuidas al personal de seguridad privada, las 

empresas de seguridad, a través de los centros de formación autorizados, 

garantizarán la organización y asistencia de su personal de seguridad privada a 

cursos, adaptados a las distintas modalidades de personal, de actualización en las 

materias que hayan experimentado modificación o evolución sustancial, o en 

aquellas que resulte conveniente una mayor especialización. 

 

2. Para los vigilantes de seguridad, los cursos de actualización o especialización 

tendrán una duración, como mínimo, de veinte horas lectivas; cada vigilante deberá 

cursar al menos uno por año, y se desarrollarán en la forma que determine el 

Ministerio del Interior.» 

 

De este precepto se deduce una clara obligación, que no solo se dirige a la empresa, sino 

también a la persona trabajadora. Ello significa que la realización estos cursos de 

actualización o especialización no agotarán ni disminuirán el derecho al permiso retribuido 

de formación del artículo 23.3 del Estatuto de los Trabajadores. 

 

Ahora bien, sentado esto, no puede automáticamente afirmarse que, dada esta 

obligatoriedad, no pueden bonificarse estos cursos ya que la normativa reguladora de la 

formación profesional para el empleo no establece tal consecuencia. Para llegar a la 

conclusión de que estos cursos no son bonificables habrá que analizar cada uno de los 

requisitos de esta formación y su compatibilidad con los requisitos de la bonificación de la 

formación profesional para el empleo. A modo de ejemplo, y sin ánimo de ser exhaustivos, 

parece que el objeto de «mantener al día el nivel de aptitud y conocimientos necesarios 

para el ejercicio de las funciones atribuidas al personal de seguridad privada» cuadraría 

con los fines de la formación profesional para el empleo —entre ellos, el de mejorar las 

competencias profesionales de las personas trabajadoras ocupadas— y con la relación 
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de la acción formativa con la actividad empresarial —requisito de la formación 

programadas por las empresas recogido en el artículo 9.2 de la Ley 30/2015, de 9 de 

septiembre—. Por otra parte, el artículo 57 del Reglamento de Seguridad Privada exige 

que estos cursos sean impartidos por centros de formación autorizados. La impartición de 

las acciones formativas incluidas en la formación programada por las empresas debe ser 

impartida por entidades que cumplan los requisitos del artículo 12 y concordantes de la 

Ley 30/2015, de 9 de septiembre. Para que un curso del Reglamento de Seguridad Privada 

sea bonificable debería cumplir lo previsto en la normativa reguladora de formación 

profesional para el empleo pues, si solo cumple el requisito del Reglamento de Seguridad 

Privada, únicamente podrá aplicarse el régimen previsto en esta norma.  

 

En definitiva, para que una acción formativa de formación profesional para el empleo sea 

bonificable deberá cumplir todos y cada uno de los requisitos de la normativa que regula 

la bonificación de la formación profesional para el empleo, siendo ello independiente de 

que con dicha formación también se dé cumplimiento a otras obligaciones empresariales 

existentes en virtud de otras normas. 

 

7. ASUNCIÓN DEL COSTE FORMATIVO POR PARTE DE LAS EMPRESAS. 

 

Algunos razonamientos también sostienen la imposibilidad de aplicar una bonificación 

cuando una norma impone que su coste sea asumido por la empresa. Parece que esta 

interpretación confundiría, de nuevo, situaciones distintas: por una parte, la 

responsabilidad empresarial relativa a asumir el coste de la formación —es decir, la 

obligación de impartir una determinada formación o la prohibición de repercutir el gasto 

asociado a la formación a la persona trabajadora— con la imposibilidad de bonificarse 

este gasto.  

 

A modo de ejemplo, el artículo 19.2 de la LPRL dispone que: «La formación se podrá 

impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con servicios ajenos, y 

su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores», disposición que encaja con 

lo previsto en el artículo 14.5 de la misma norma, que señala que: «El coste de las medidas 
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relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno sobre 

los trabajadores». Como puede observarse, estos artículos establecen, por una parte, una 

obligación formativa que recae sobre la empresa —con las consiguientes obligaciones 

derivadas como es la necesidad de organizar, planificar, impartir, etc.— y una prohibición 

de que este coste recaiga sobre la persona trabajadora. Inferir de estos preceptos que la 

empresa no puede bonificarse esta formación en base a este único hecho iría, a todas 

luces, más allá de lo pretendido por el legislador, que no conecta normativamente la 

posibilidad de bonificar la formación con el deber empresarial de asumir su coste. 

 

8. CONCLUSIONES SOBRE LA POSIBILIDAD DE BONIFICACIÓN DE ACCIONES 

FORMATIVAS. 

 

En base a lo anterior, de cara a determinar si una acción formativa se integra en la 

modalidad de «formación programada por las empresas» y pueda ser o no bonificable, 

habrá que realizar un examen pormenorizado para determinar: 

 

- Por una parte, si dicha acción reúne los requisitos previstos en la Ley 30/2015, de 

9 de septiembre, y en la normativa de desarrollo, debiendo valorar si la misma proporciona 

a la persona trabajadora una capacitación o cualificación profesional personal, reconocida 

en el ámbito laboral que, en su caso, pueda facilitar su empleabilidad.  

 

- Por otra, si cumple los requisitos para ser bonificable. 

 

Todo ello resulta independiente de otras cuestiones conexas como si la formación es o no 

obligatoria, si el tiempo dedicado a ella da lugar a un permiso retribuido para el alumno o 

si la empresa debe asumir directamente su coste. Estas cuestiones podrán valorarse 

como indicios, cuando proceda, de cara a enjuiciar los verdaderos fines y naturaleza de la 

formación, que será lo único que deba tenerse en cuenta al determinar si una acción 

formativa tiene la condición de formación programada por las empresas o si resulta 

bonificable. 
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9. CUESTIONES ADICIONALES. 

 

- En relación con la posibilidad de bonificación de la formación preventiva, esta 

unidad ya se posicionó en respuestas realizadas a consultas concretas formuladas tanto 

por particulares como por Administraciones Públicas, donde se analizaron las diferencias 

entre la formación netamente preventiva y la de empleo. Sin ánimo de exhaustividad —

por cuanto las consultas respondían a situaciones concretas— se pudo argumentar que 

las diferencias entre ambos tipos de formación podrían sistematizarse así: 

 

o En cuanto al propósito, la preventiva persigue proteger la seguridad y salud 

de las personas trabajadoras y la de empleo tiene por objeto mejorar sus competencias y 

cualificaciones. Como consecuencia, esta debe proporcionar una enseñanza transferible 

a otras empresas o a otros ámbitos laborales, mientras que aquella perdería validez al 

cambiar de tarea, puesto o empresa.  

 

o El contenido de la formación preventiva es específico, centrado en las tareas 

que desempeña la persona trabajadora, adaptada, práctica y periódica. Sin embargo, la 

formación para el empleo es general y puede tener un contenido flexible y versátil. De este 

modo la formación preventiva debe darse antes del comienzo del trabajo o cuando se 

produce alguna incidencia con impacto en la seguridad y salud (como el cambio en un 

procedimiento de trabajo o una tecnología o la ocurrencia de un accidente) y admitiría 

difícilmente dilaciones. Tampoco admitiría alteraciones en el contenido que viniesen dadas 

por la mera empleabilidad de los alumnos y no por las necesidades preventivas de la tarea.  

 

o Formalmente la formación preventiva no está sujeta a trámites documentales 

más allá de los necesarios para su eventual justificación frente a quien proceda, mientras 

que la de empleo ha de cumplir con un procedimiento de acreditación concreto vinculado 

al hecho de su bonificación. 

 

o Conectado con lo anterior, también se tiene que la calidad de la formación 

preventiva queda sujeta a la labor de control que realicen los servicios de prevención, las 
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auditorías preventivas o las autoridades encargadas de la vigilancia de la materia 

preventiva, mientras que la formación para el empleo cuenta con su propio sistema de 

control distinto. 

 

o El horario de la formación preventiva ha de ser, preferiblemente, el laboral y 

no puede acogerse a los permisos del ET, al contrario que la formación para el empleo. 

 

o Ambas son gratuitas para la persona trabajadora, si bien la empresa puede 

recurrir a bonificaciones solamente para hacer frente a la formación para el empleo. 

 

o La impartición de la formación preventiva debe recaer en la organización 

preventiva de la empresa mientras que la de empleo puede subcontratarse, sin que los 

impartidores deban tener conexión alguna con el sistema de organización preventiva de 

la empresa. 

 

De este modo, serían ejemplos claros de formación preventiva la que se da para el manejo 

de alguna máquina concreta que se emplea en la empresa o para saber llevar a cabo con 

seguridad un procedimiento de trabajo específico dentro de una tarea; mientras que serían 

ejemplos de formación para el empleo la que se da en materia de idiomas, de informática 

o incluso —bordeando las zonas grises— la formación general sobre determinados 

riesgos laborales que, por lo antes sentado, puede darse indistintamente en cualquier 

empresa y, en ningún caso, puede suponer desplazamiento alguno de las obligaciones 

formativas de la LPRL. Este sería el caso, también, de la formación prevista en normas 

que regulan determinadas operaciones o profesiones —y que el SEPE parece equiparar, 

de forma no del todo acertada, con la formación preventiva—, como la del Real Decreto 

284/2021, por el que se regula la cualificación inicial y la formación continua de los 

conductores de determinados vehículos destinados al transporte por carretera y por el que 

se modifica el Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres, 

aprobado por el Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, que reconoce 

expresamente que la formación obligatoria podrá financiarse a través de los fondos del 

Sistema de Formación Profesional para el empleo en el ámbito laboral. 
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Por todo ello, esta unidad ha sostenido que la formación del artículo 19 de la LPRL no 

tendría encaje en la formación para el empleo y que, en ningún caso, las acciones 

formativas para el empleo pueden tener como objeto sustituir el cumplimiento de ninguna 

de las obligaciones de formación previstas en la LPRL. Completaría el análisis una sucinta 

mención al resto de formación preventiva que, por no tener requisitos tan exhaustivos 

como la del artículo 19 de la LPRL, podrían configurar zonas grises en las que la línea 

divisoria entre ambas categorías de formación se difuminase. Se trataría, entre otras, de 

las formaciones previstas en los artículos 20, 32 bis o 37 de la LPRL, la de los artículos 

35 al 37 del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento 

de los Servicios de Prevención, o las formaciones a las que aluden la mayoría de los 

reglamentos preventivos. Sobre estas, y de cara a su encuadre en una u otra categoría, 

habrá que realizar un examen pormenorizado para determinar si obedecen a la formación 

en prevención asociada indisolublemente a un específico puesto de trabajo, constituyendo 

su suministro una obligación para la empresa empleadora, debiendo ser proporcionada 

por la misma tanto en el momento de su contratación como cuando varíen las condiciones 

en las que presta sus servicios o, por el contrario, teniendo esa formación una base 

preventiva, proporciona a la persona trabajadora una capacitación o cualificación 

profesional personal, reconocida en el ámbito laboral que, en su caso, puede facilitar su 

empleabilidad.  

  

- Para finalizar, debe destacarse que se está, con seguridad, ante un asunto de lege 

ferenda, en tanto que la determinación exhaustiva y en base a criterios tasados de si 

determinados tipos de formación que se producen en el ámbito del trabajo tienen la 

condición de formación para el empleo, la clarificación de los requisitos para que una 

formación u otra resulte bonificable o el diseño de la adecuada trabazón entre el 

ecosistema de normas laborales que regulan distintos aspectos del hecho formativo 

debería ser objeto de un tratamiento coherente y monolítico por parte del legislador, que 

asegurase que los operadores jurídicos no se enfrentan a preceptos aparentemente 

contradictorios. Entre tanto, en aras de la seguridad jurídica, podría ser recomendable la 
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evacuación de un criterio conjunto entre los principales involucrados —OEITSS, SEPE y 

TGSS— que embridase conjuntamente sus actuaciones. 

 

Es cuanto se informa.  

 

 

LA DIRECTORA GENERAL DE TRABAJO 

M.ª Nieves González García 
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